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Resumen: La Seguridad Social ha experimentado una 
importante evolución a lo largo del tiempo, consolidán-
dose como una rama autónoma del Derecho, orientada 
a brindar cobertura frente a un número creciente de 
contingencias y riesgos sociales, lo que ha permitido 
ampliar progresivamente la protección de más perso-
nas. No obstante, persisten importantes desafíos en 
cuanto a la inclusión efectiva de las mujeres, quienes 
siguen enfrentando brechas significativas en el acceso 
a dicha protección. La informalidad y la precarización 
laboral afectan de manera desproporcionada a las tra-
bajadoras, limitando su acceso real a los beneficios del 
sistema. En este contexto, la lucha por la igualdad de 
género y el reconocimiento pleno de los derechos de 
las mujeres constituye una tarea pendiente y esencial 
para alcanzar un verdadero Estado de bienestar y una 
sociedad más equitativa.

Abstract: Social Security has undergone significant evo-
lution over time, establishing itself as an autonomous 
branch of law aimed at providing coverage against an 
increasing number of social contingencies and risks, 
thereby progressively extending protection to a larger 
population. However, considerable challenges remain 
regarding the effective inclusion of women, who contin-
ue to face substantial gaps in accessing this protection. 
Labor informality and job precariousness dispropor-
tionately affect female workers, limiting their real ac-
cess to the system’s benefits. In this context, the strug-
gle for gender equality and full recognition of women’s 
rights remains an essential and pending task to achieve 
a true welfare state and a more equitable society.
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I. Introducción 

La Seguridad Social, como rama autónoma del Derecho, es una disciplina relativamente reciente, 
cuyo mayor desarrollo se sitúa principalmente en el siglo XX, especialmente a partir de las reformas 
inspiradas en modelos como el bismarckiano y el beveridgeano,1 y con respaldo de organismos in-
ternacionales como la Organización Internacional del Trabajo (OIT),2 “leyes sociales”,3 sin perjuicio de 
la existencia de antecedentes normativos previos que apuntaban a una incipiente protección social. 
Este origen reciente ha determinado que se trate de una materia en constante evolución, tanto desde 
la perspectiva doctrinaria como jurisprudencial y normativa.

El objeto central de la Seguridad Social es otorgar cobertura de ciertos riesgos y/o contingencias 
sociales.4 Actualmente, esta se encuentra consagrada en la Constitución Política de la República, en 
su artículo 19 N°18.5 Dicha consagración otorga un rol activo al Estado,6 el cual se explicita con mayor 
claridad en el inciso 37 del mismo artículo, que señala la función específica encomendada.

De la lectura de la norma, es posible concluir que el sistema chileno de Seguridad Social se estructura 
sobre la base del principio de la universalidad y solidaridad, buscando proteger a toda la población8 y 

1 Organización internacional del trabajo (2009), p. 1.

2 Garantizada además en diversos instrumentos internacionales como la Declaración Universal de Derechos Humanos que en 
su artículo 2 declara: “Toda persona tiene los derechos y libertades proclamados en esta Declaración, sin distinción alguna de raza, 
color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o 
cualquier otra condición (…)”; en su artículo 22 incorpora: “Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad 
social, y a obtener, mediante el esfuerzo nacional y la cooperación internacional, habida cuenta de la organización y los recursos de 
cada Estado, la satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales, indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de 
su personalidad”; agrega en el artículo 25: “[1]Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a 
su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales 
necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez y otros casos de pérdida 
de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad. [2] La maternidad y la infancia tienen derecho a 
cuidados y asistencias especiales. Todos los niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho a igual protección 
social”. Otro de los instrumentos internacionales donde encontramos la Seguridad Social consagrada y reconocida es en el Pacto 
Internacional de Derechos económicos, sociales y culturales en su artículo 2.2 que declara: “Los Estados partes en el presente 
pacto se comprometen a garantizar el ejercicio de los derechos que en él se enuncian, sin discriminación alguna por motivos de raza, 
color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier 
otra condición social”; en su artículo 9 este Pacto consagra: “Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda 
persona a la seguridad social, incluso al seguro social”.

3 Arellano (2015), p. 36. 

4 Lanata (2015), p. 1. 

5 El artículo 19 N°18 reza: “La Constitución asegura a todas las personas: N°18, El derecho a la Seguridad Social”.

6 Bárcenas (2023), p. 157.

7 El artículo 19 N°18 inciso 3 dice: “la acción del Estado estará dirigida a garantizar el acceso a todos los habitantes al goce de 
prestaciones básicas uniformes, sea que se otorguen a través de instituciones públicas o privadas. La ley podrá establecer cotizaciones 
obligatorias”.

8 Cifuentes (2018), p. 2.
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dando la forma a la noción de un Estado de Bienestar.9 No obstante, como se expondrá a lo largo del 
presente trabajo, pese a su reconocimiento tanto a nivel nacional como internacional, dista aún de 
ser verdaderamente universal y solidario. Como se ha indicado, la finalidad de esta rama del Derecho 
es ofrecer cobertura y soluciones frente a contingencias sociales que pueden presentarse a lo largo 
de la vida, mediante mecanismos que, hasta ahora, han resultado insuficientes.10 Esta insuficiencia se 
hace especialmente evidente en el caso de las mujeres, quienes enfrentar múltiples contingencias y/o 
riesgos sociales a lo largo de su vida – como la maternidad, enfermedad o la vejez – y que, en muchos 
ámbitos, permanecen desprotegidas.

Una de estas contingencias se relaciona con la informalidad laboral. Desde la década de 1990, la parti-
cipación femenina en el mercado laboral ha experimentado un aumento progresivo, no sólo en Chile, 
sino también en América Latina.11 Sin embargo, tras la irrupción de la pandemia COVID-19, el aumento 
experimentado a lo largo de los años sufrió un retroceso significativo, profundizando y desencade-
nando la mayor crisis de los mercados laborales de América Latina y el Caribe desde 1950.12

A continuación, analizaremos la evolución de la incorporación de la mujer en el mercado laboral, las 
discriminaciones de género que ha debido enfrentar, las contingencias que la afectan -principalmen-
te el desempleo y la informalidad laboral-, y los mecanismos de protección social existentes, así como 
su insuficiencia frente a las realidades actuales.

II. El género como categoría estructural de discriminación

El concepto de género, tal como lo define la Organización Mundial de la Salud (OMS), hace referencia 
a los roles, comportamientos, actividades y atributos que una sociedad considera apropiados para 
hombres y mujeres. Este marco no es natural ni biológico, sino una construcción social que varía 
históricamente y entre culturas. Estos roles asignados han producido desigualdades que, lejos de ser 
anecdóticas, han estructurado de forma profunda y persistente las oportunidades y condiciones de 
vida, especialmente de las mujeres, en diversas esferas, incluida la laboral.13 

La idea de que el género es una categoría relacional y estructural permite comprender que no se trata 
únicamente de un rasgo individual, sino de una lógica de organización social que define jerarquías, 
funciones y expectativas distintas entre hombres y mujeres. Podemos inferir de lo anterior, que el 
género es una construcción social, que determina el comportamiento que deben adoptar hombres y 
mujeres de una determinada sociedad, definiéndose a través de los estereotipos que la misma impo-

9 Arellano (2015), p. 29.

10 Lanata (2015), p. 5.

11 Departamento de Estudios Laborales, Departamento de Estudios Sociales, Subdirección técnica (2015), p. 20. 

12 División de Desarrollo Social de la comisión económica para américa latina y el caribe (2024), p. 11.

13 Organización Mundial de la Salud (2018).
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ne de acuerdo con las actividades.14 Esto se traduce, por ejemplo, en la tradicional asignación de la 
mujer al ámbito doméstico y de cuidados no remunerados, mientras que al hombre se le ha vinculado 
históricamente con el espacio público y la provisión económica. Tales concepciones han impactado 
negativamente en la participación femenina en el mercado laboral, relegándola a ocupaciones de 
menor prestigio, con menores ingresos y mayor precariedad. Un claro ejemplo de esto es el de las 
“Kellys”15 en España.

En el contexto laboral, la discriminación de género se manifiesta de múltiples formas, no solo en 
la evidente brecha salarial,16 sino también en los obstáculos para acceder a empleos formales, en la 
subrepresentación en cargos de toma de decisiones, en las oportunidades y en la carga desigual de 
trabajo doméstico que recae principalmente en las mujeres,17 generando una división sexual del tra-
bajo, asignando espacios y jerarquías, definiendo los quehaceres y actividades que hombres y mujeres 
deben desarrollar,18 lo que sin duda afecta sus posibilidades de productividad laboral.19 La Organiza-
ción Internacional del Trabajo (OIT) ha sido enfática en señalar “la discriminación puede ser directa 
o indirecta, y puede darse antes, durante y después de la relación laboral. Antes de la contratación se 
discrimina cuando se excluye del proceso de reclutamiento a candidatas mujeres o cuando se fijan re-
quisitos que son irrelevantes para el trabajo en cuestión y que en general satisfacen más a los hombres 
(…). Durante la contratación, la discriminación se puede dar por salarios más bajos que los hombres 
que ocupan los mismos puestos, menores ascensos, mayores exigencias, menores oportunidades de ca-
pacitación y formación profesional, despido por embarazo e irrespeto al fuero de protección durante el 
embarazo y el periodo de lactancia, hostigamiento laboral, acoso sexual entre otros”.20 En lo que respecta 
a la discriminación durante la contratación, la manera más habitual que encontramos es en razón del 
salario, esta se da en toda clase de empleos.21 

Es conocida la anécdota de la mujer rusa que trabajaba vestida de hombre durante muchos años sin 
que nadie notase que su labor desmereciese de la que realizaban sus compañeros. Al preguntarle por 
qué ocultaba su sexo, respondió: “Porque pasando por hombre, con el mismo trabajo gano tres veces 
más”.22

14 Departamento de Estudios Laborales, Departamento de Estudios Sociales, Subdirección técnica (2015), p. 25. 

15 En España tienen esta denominación las trabajadoras que se desempeñan en servicios de limpieza de hoteles y servicios de 
turismo y que se han organizado para exigir mejores condiciones de trabajo y derechos.

16 En el caso chileno, la igualdad de remuneraciones entre hombres y mujeres por un mismo trabajo se encuentra regulada en el 
artículo 62 bis del Código del Trabajo, incorporado por Ley N°20.348, de 2009. No obstante, su implementación ha sido deficiente, 
y no ha tenido una adecuada implementación, ya que exige como requisito previo la denuncia ante el mismo empleador, lo que en 
la práctica desincentiva su utilización por parte de las trabajadoras. Esta barrera procedimental, sumada al temor a represalias 
o a la pérdida del empleo, ha contribuido a que las denuncias por este concepto no superen las cinco al año a nivel nacional.

17 Organización Internacional del Trabajo (2016), p. 3.

18 Departamento de Estudios Laborales, Departamento de Estudios Sociales, Subdirección técnica (2015), p. 26.

19 Pinto (2023), p. 7.

20 Organización internacional del trabajo (s.f).

21 Pinto (2023), p. 11.

22 Burgos (2007), p. 139.

Revista de Derecho de la Universidad Católica de la Santísima Concepción
Nº 46, 2025, pp. 76-90



80

La OIT en la Conferencia Anual de 1951, aprobó el Convenio N°100,23 el que se convierte en el primer 
instrumento de nivel internacional en regular la materia, y en su artículo 2 establece que “Todo miem-
bro deberá, empleando medios adaptados a los métodos vigentes de fijación de tasas de remuneración, 
promover y, en la medida en que sea compatible con dichos métodos, garantizar la aplicación a todos 
los trabajadores del principio de igualdad de remuneración entre la mano de obra masculina y la mano 
de obra femenina por un trabajo de igual valor”. En Chile, históricamente se documentaron prácticas 
discriminatorias como la solicitud de embarazo o incluso pruebas de esterilización como requisitos 
de contratación.24 A pesar de los avances normativos, estas prácticas siguen ocurriendo en contextos 
de informalidad o en empleos altamente precarizados. La Ley Nº20.348, que incorpora el artículo 62 
bis al Código del Trabajo,25 establece expresamente el principio de igualdad de remuneraciones por 
trabajo de igual valor, y el artículo 154 nº1326 exige su incorporación en los reglamentos internos de 
empresas. 

Lo anterior sin duda son grandes avances, por tratarse de normativa que establece de manera expresa 
la obligación del empleador de cumplir con el principio de igualdad entre hombres y mujeres.27 Sin 
embargo, la eficacia de estas disposiciones es limitada. En la práctica, es conocido que la aplicación de 
esta normativa depende en gran medida de la capacidad de fiscalización del Estado, de la conciencia 
de los empleadores, y de la posibilidad real de las trabajadoras de exigir el cumplimiento de sus dere-
chos sin poner en riesgo su fuente laboral.

La desconexión entre norma y realidad es aún más grave en el contexto de la informalidad laboral, 
que afecta de manera desproporcionada a las mujeres. La falta de contrato, cotizaciones y cobertura 
de Seguridad Social implica que gran parte de estas trabajadoras se encuentran fuera del amparo 
del marco jurídico. Esta situación es particularmente preocupante en sectores como el trabajo do-
méstico, el comercio informal o los servicios personales, donde predomina la contratación verbal, la 
ausencia de licencias y la imposibilidad de hacer valer derechos básicos. En estos espacios el género 
no solo explica el tipo de actividad desarrollada, sino también el grado de invisibilidad, desprotección 
y vulnerabilidad en que se encuentran las trabajadoras.	

Por lo tanto, el género no solo debe entenderse como una categoría de análisis, sino como una dimen-
sión estructural de la desigualdad que atraviesa y condiciona el acceso de las mujeres al trabajo for-
mal y a la seguridad social. Esta situación constituye una de las principales deudas del Estado chileno 
en materia de justicia social, especialmente si se considera que las brechas de género son sostenidas 
por una cultura organizacional, jurídica y económica que sigue validando la desigualdad como parte 

23 Convenio N°100, de 1951.

24 Pinto (2023), p. 9. 

25 El artículo 62 bis inciso primero establece: “El empleador deberá dar cumplimiento al principio de igualdad de remuneraciones 
entre hombres y mujeres que presten un mismo trabajo, no siendo consideradas arbitrarias las diferencias objetivas en las 
remuneraciones que se funden, entre otras razones, en las capacidades, calificaciones, idoneidad, responsabilidad o productividad”. 

26 El artículo 154 N°13 establece: “El procedimiento a que se someterán los reclamos que se deduzcan por infracción al artículo 62 
bis. En todo caso, el reclamo y la respuesta del empleador deberán constar por escrito y estar debidamente fundados. La respuesta 
del empleador deberá ser entregada dentro de un plazo no mayor a treinta días de efectuado el reclamo por parte del trabajador”.

27 Pinto (2023), p. 24.
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del orden natural de las cosas. No basta con contar con leyes que consagren formalmente la igualdad 
si estas no se acompañan de mecanismos efectivos de fiscalización, sanciones proporcionales ante su 
incumplimiento, y políticas públicas que promuevan la corresponsabilidad, el empoderamiento eco-
nómico femenino y la erradicación de estereotipos. En este sentido, la falta de un órgano fiscalizador 
autónomo con enfoque de género constituye una omisión crítica del sistema chileno. Mientras esta 
realidad persista, la promesa de equidad en el trabajo y acceso igualitario a la seguridad social seguirá 
siendo un ideal incumplido.

III. Precarización laboral femenina y acceso desigual a la Seguridad Social

Podemos sostener que a pesar de significativos progresos en las últimas décadas en materia laboral 
y sobre todo de igualdad entre hombres y mujeres el mercado del trabajo sigue estando dividido por 
género, podemos observar que las mujeres continúan siendo las que se desarrollan en mayor número 
en el sector informal y también en labores de cuidado no remunerado, esto trae como consecuencia 
que las mujeres obtengan menos ingresos en relación a lo que perciben los hombres y por consi-
guiente sus pensiones sean mucho más bajas. 

La OIT nos ha entregado un concepto de trabajo precario y que consiste en la “relación laboral don-
de falta la seguridad de empleo, uno de los elementos principales del contrato de trabajo. Este término 
comprende el contrato temporal y el contrato a tiempo fijo, trabajo a domicilio y la subcontratación”.28 
El autor Guerra ha entendido al empleo precario como “Aquel empleo inestable e inseguro que realiza 
el trabajador asalariado, y que tiene en el tipo de contrato su factor más determinante”.29 En contrapo-
sición al trabajo precario encontramos lo que se denomina trabajo decente y que entendemos como 
“oportunidades para que los hombres y las mujeres puedan conseguir un trabajo decente y productivo en 
condiciones de libertad, equidad, seguridad y dignidad humana”.30 

De las definiciones recientemente analizadas podemos extraer que en términos generales la preca-
riedad laboral se encuentra relacionada con trabajos a los que les faltan algunos de los elementos que 
normalmente están asociados a un trabajo bajo subordinación y dependencia principalmente relacio-
nados a derechos protectores, como situaciones laborales disminuida, trabajo inestable y temporal, 
malas condiciones laborale1s, mal remunerados, etc.31 

En el ámbito europeo la brecha salarial de género se situó en el 12,7% en el año 2021, lo que significa 
que las mujeres ganan un 13,0% menos por hora que los hombres. En cuanto a la brecha de género 
en el empleo esta se situó en un 10,7% en el año 2022, con un 69,3% de mujeres empleadas en toda la 

28 Organización internacional del trabajo (1998).

29 Guerra (1994). 

30 Anker et al (2003), p. 166.

31 Rodrigo (2024), p. 83.
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Unión Europea, en comparación a un 80% de hombres empleados.32 En el año 2023 la tasa de empleo 
de las mujeres en edad laboral33 de la Unión Europea fue del 70,2%, en comparación con el 80,4% de 
hombres empleados en edad laboral, siendo superadas en un 10,2%.34

Podemos observar que esta brecha salarial en el ámbito europeo corresponde a un concepto mucho 
más amplio que el de discriminación de salario, entre las desigualdades a las que las mujeres se ven 
enfrentadas comúnmente podemos encontrar las que se refieren al acceso al empleo y la evolución 
profesional, con alrededor de un 24% de la brecha salarial relacionada con los sectores de cuidado, 
salud y educación, empleos que comúnmente se les ha catalogado de femeninos y que suelen estar 
infravalorados, así ha quedado demostrado que las mujeres tienden a trabajar más horas semanales 
que los hombres, pero también dedican más horas al trabajo no remunerado, lo que puede afectar 
significativamente su evolución en el trabajo. 

Entre los propios países de la Unión Europea existen diferencias notables en cuanto a brecha salarial 
se refiere entre países como Luxemburgo, Rumanía, Eslovenia, Polonia, Bélgica e Italia varía entre 
menos del 5%, y en Hungría, Alemania, Austria y Estonia esta brecha varia a más del 17%.35

Un ejemplo claro de precarización laboral en España son las camareras de piso de hoteles, quienes 
se encuentran sujetas a contratos temporales y a tiempo parcial, sin una relación estable por tiempo 
indefinido.36 Se ha dicho que un 42,63% de las mujeres en este rubro trabaja a tiempo parcial y un 
35,34% lo hace por medio de contratos temporales.37 

Como señala Grau y Pineda “La “precarización leonina” alcanzada por este colectivo ha agravado la 
situación de debilidad y vulnerabilidad, con riesgo de discriminación múltiple e interseccional, como 
condiciones laborales que se hacen depender del precio y de las cláusulas incorporadas al contrato mer-
cantil que sustenta la contrata. La posición de las camareras de piso externalizadas queda, a su vez, 
enormemente debilitada por un sistema legal de negociación colectiva que desde la reforma laboral de 
2012 y hasta el RD-L 32/2021 ha facilitado la fijación de los salarios en convenios colectivos de empresa, 
ampliamente utilizados por las empresas de multiservicios para huir del convenio del sector e imponer 
sus propias condiciones de trabajo a la baja”.38

Sin perjuicio de lo expuesto, en este último tiempo en España se ha producido un avance para alcan-
zar niveles razonables en materia de conciliación de la vida familiar y reducir así la brecha entre hom-
bres y mujeres en el acceso y desarrollo de un empleo decente y protegido, ejemplo de esto son la 

32 Comisión Europea (2022). 

33 Se considera edad laboral desde los 20 a los 64 años. 

34 Eurostat (2024), p. 4.

35 Estos datos fueron obtenidos de la página web de Comisión Europea, un sitio web oficial de la Unión Europea.

36 Monereo (2016).

37 Grau y Merino (2022), p. 144.

38 Grau y Merino (2022), p. 145.
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aprobación del RD Ley 3/2012 de medidas urgentes para la reforma del mercado laboral modificando 
el artículo 37 ET y la Ley 23/2013 consecuencia de la Ley 27/2011, sobre actualización, adecuación y 
modernización del sistema de Seguridad Social.39 

En América Latina, uno de los factores determinantes en la precariedad laboral es el contexto de 
pobreza de su población, incrementado por la informalidad y la subcontratación. Según datos de la 
Organización Internacional del Trabajo alrededor del 50% de los trabajadores hombres y mujeres se 
encuentran en el sector informal, careciendo principalmente de acceso a Seguridad Social.40

A pesar de lo anterior, según datos de la CEPAL en los últimos 30 años la fuerza laboral aumentó de un 
59,3% a un 64,4% en la mayoría de los países, este aumento se debe básicamente a la inserción de la 
mujer en el mercado laboral promediando un 53,3% en el año 2022, permitiendo una leve disminución 
de brechas, mejorando el acceso de las mujeres a las actividades laborales remuneradas teniendo un 
impacto positivo en los países de la región refrescando la dinámica del mercado laboral. 

A pesar de este incremento de participación en el mercado laboral de las mujeres en los países de 
América Latina existen aún brechas persistentes dejando a mujeres jóvenes y adultas en edad de tra-
bajar que no forman parte de la fuerza laboral y/o que realizan trabajos no remunerados, principal-
mente señalan estar enfocadas en sus estudios y a cuidados del hogar dedicando mayor distribución 
horaria a asumir estos roles, reduciendo el tiempo dedicado al trabajo remunerado.41 Persistiendo una 
crisis en cámara lenta, que se puede verificar en variados indicadores laborales.42-43

Lo desarrollado anteriormente se ha intentado revertir mediante políticas públicas fortaleciendo la 
formalización del empleo y la inspección laboral, además del incremento del salario mínimo en varias 
regiones de América Latina y garantizando la expansión de la Seguridad Social, sin embargo, estas 
medidas han sido insuficientes y desigualmente aplicadas a los países de la región.44

En Chile, la participación de las mujeres en el mercado laboral ha crecido sostenidamente en las 
últimas décadas, alcanzando un 52,8% en 2025, según el Instituto Nacional de Estadísticas (INE).45 
Sin embargo, aunque ha habido avances en la incorporación de las mujeres al mercado laboral, este 
aumento no ha estado acompañado por una mejora en la calidad del empleo. Por el contrario, una 

39 Para un abordaje más detallado de la materia véase Grau y Rodríguez (2015), pp. 148 y 149.

40 Organización Internacional del Trabajo (2023).

41 Gontero y Vezza (2023), pp. 7-10.

42 Organización Internacional del Trabajo (2023), p. 14.

43 De acuerdo a cifras entregadas por la CEPAL en el informe de 2023 la tasa de crecimiento de personas ocupadas en el período 
2014 a 2023 fue de solo un 1,26% siendo casi la mitad del 3,2% registrado en la década de 1980, esta tendencia se vio profundizada 
con la pandemia Covid-19 y desencadenó la mayor crisis de los mercados laborales de América Latina y el Caribe desde el año 
1950.

44 Organización de las Naciones Unidas (2018).

45 Instituto Nacional de Estadísticas (2025), p. 2.
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proporción importante de mujeres se encuentra inserta en condiciones laborales precarias,46 lo que 
se traduce en una serie de vulneraciones sistemáticas a sus derechos laborales y de Seguridad Social. 
Esta precarización laboral se manifiesta no solo por la inestabilidad contractual y bajos salarios,47 sino 
también en una ausencia de protección social y limitadas posibilidades de desarrollo profesional.

La precariedad laboral femenina en Chile tiene raíces estructurales.48 Las mujeres se concentran ma-
yormente en sectores históricamente feminizados–49 como el comercio, la salud, el trabajo doméstico 
y los servicios personales– los cuales presentan, en general, menores niveles de trabajo formal y es-
tabilidad laboral. Además, ocupan principalmente puestos de baja calificación o cargos subordinados, 
lo que se traduce en menores ingresos50 y una limitada cotización. Así según datos de la Superinten-
dencia de Pensiones (2024), las mujeres cotizaron en promedio un 45,1%,51-52 un porcentaje significa-
tivamente menor que los hombres, ello no solo por brechas salariales, sino por interrupciones en su 
vida laboral relacionadas con tareas relacionadas a la maternidad y de cuidado de la familia,53 muchas 
veces impuestas por una distribución desigual del trabajo reproductivo.

Estas condiciones se vieron agravadas durante la crisis sanitaria por COVID-19.54 Según la Comisión 
Económica para América Latina y el Caribe Chile experimentó un retroceso de más de diez años en 
materia de inserción laboral femenina, siendo las mujeres las más afectadas por la destrucción de 
empleos y el aumento de trabajo informal o independiente precario.55 Muchas de ellas, al retornar 
al mercado laboral, lo hicieron en empleos más inestables, sin contrato ni protección social, y con 
ingresos incluso inferiores al salario mínimo.56 Esta regresión no fue casual: obedeció a una estruc-
tura económica y social que sigue colocando el peso de cuidado y la reproducción de la vida sobre 
hombros femeninos.

En este contexto, la precarización laboral no solo afecta las condiciones de trabajo, sino que tiene 

46 Rosales (2019), p. 3.

47 Borderías y Martini (2023).

48 El modelo de familia tradicional, que asigna a la mujer el rol de cuidadoras y responsables del hogar, restringe sus oportunidades 
laborales, afectando tanto su inserción como su permanencia y proyección en empleos de calidad. Autoras como Silvia Federici o 
Nancy Fraser han argumentado que el trabajo doméstico y de cuidado son esenciales para la economía, pero históricamente ha 
sido invisibilizado y no remunerado. Es así, que feministas estructuralistas han sostenido que el modelo económico capitalista se 
sostiene en parte en el trabajo reproductivo no remunerado de las mujeres, lo que perpetúa su desigual posición en el mercado 
laboral.

49 Sernam (2014), p. 10. 

50 Ocec Udp y Chilemujeres (2022), p. 6.

51 Superintendencia de pensiones (2024), p. 21.

52 En comparación con los hombres que es de 51,0%, lo que representa una brecha de -5,9 puntos porcentuales. Además, las 
mujeres tienden a concentrarse en los tramos de densidad de cotización más bajos, lo que afecta directamente el monto de sus 
pensiones futuras. 

53 RedMad (2021), p. 4.

54 Velasco (2022).

55 Comisión Económica para América Latina y el Caribe (2021).

56 Castillo (2021).
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implicancias directas y a largo plazo sobre el acceso a la Seguridad Social.57 El sistema previsional 
chileno, de carácter mayoritariamente contributivo,58 está diseñado bajo una lógica de una trayecto-
ria laboral continua, formal y asalariada.59 Esta lógica excluiría de facto a mujeres60 que trabajan en 
condiciones precarias, intermitentes o independientes sin regularización, lo que significaría lagunas 
previsionales, pensiones mínimas o ausencia total de cobertura en la vejez.61 Según la Superintenden-
cia de Pensiones en Chile existe una brecha significativa en los montos de pensiones entre hombres 
y mujeres, específicamente, la mediana de monto de pensión de mujeres se estimó en $314.441, mien-
tras que la de los hombres fue de $393.838, lo que presenta una brecha de -20,2%,62 lo anterior, refleja 
no solo desigualdad en el mercado de trabajo, sino también en el diseño del sistema de protección 
social.

A pesar de la existencia de normativas que promueven la igualdad de género en el ámbito laboral,63 la 
implementación efectiva de estas leyes ha sido limitada. La fiscalización insuficiente junto con la falta 
de mecanismos con enfoque de género y la ausencia de política para transformar estructuralmente el 
sistema laboral y previsional han contribuido a la persistencia de estas brechas preexistentes. En este 
contexto, se vuelve urgente avanzar hacia una protección social que no dependa exclusivamente del 
empleo formal y que considere las trayectorias laborales diferenciadas de las mujeres, incorporando 
medidas que promuevan empleos de calidad y reconocimiento del trabajo de cuidado.

Además, la “feminización de la pobreza”64 es un fenómeno estrechamente vinculado a la precarización 
laboral. Como señala Julieta Kirkwoo, pionera del feminismo chileno, el sistema reproduce una triple 
subordinación de las mujeres: en el hogar, en el mercado laboral y frente al Estado.65-66 La persistencia 
de un sistema económico valorado únicamente en el trabajo productivo y que relega a la invisibilidad 

57 No hay que olvidar que la Seguridad Social es una garantía básica en el entorno laboral.

58 Cifuentes (2018), pp. 5 y 6. 

59 Como señala Crespo (2020), el sistema de pensiones actual reproduce inquietudes de género. En la misma línea, Fundación Sol 
(2020), pp. 25 y 30, advierte que el modelo se basa en una trayectoria formal y continua que no refleja la realidad de la mayoría 
de los trabajadores chilenos.

60 La lógica contributiva del sistema de Seguridad Social deja fuera a un amplio sector de mujeres que, aun trabajando, no logran 
cumplir con los requisitos formales para acceder a sus beneficios. 

61 Factores como la alta rotación, los bajos ingresos y la discontinuidad laboral impiden que muchas mujeres puedan cotizar 
regularmente y, por ende, acceder a prestaciones adecuadas en caso de maternidad, enfermedad o jubilación.

62 Superintendencia de pensiones (2025). 

63 Como el Código el Trabajo, la Ley de Igualdad Salarial (Ley Nº20.348) y la incorporación de estándares internacionales como 
el Convenio 156 de la OIT sobre la igualdad de oportunidades y trato entre trabajadores y trabajadoras con responsabilidades 
familiares.

64 El término “feminización de la pobreza” fue acuñado por la socióloga Diana Pearce en 1978 en su influyente trabajo investigativo 
“The Feminization of Poverty: Women, Work and Welfare”. Este concepto surgió a partir de sus investigaciones sobre la creciente 
proporción de mujeres -como jefas de hogar- entre la población pobre en Estados Unidos. 

65 Kirkwood (1987), pp. 15-40.

66 Julieta Kirkwood profundiza en cómo las mujeres enfrentan una subordinación estructural en tres dimensiones interrelacionadas: 
Subordinación en el ámbito privado, reflejada en relaciones de familia y domésticas, donde mujeres asumen roles tradicionales 
de cuidado y reproducción sin reconocimiento; Subordinación en el ámbito público, en donde existe una evidente exclusión de 
las mujeres en espacios de poder, decisión política y participación ciudadana; y Subordinación simbólica y cultural, manifestada 
en la construcción de imaginarios sociales que naturalizan la inferioridad femenina y refuerzan estereotipos de género. 
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el trabajo reproductivo,67 refuerza la precariedad y excluye a las mujeres de derechos fundamentales. 
Es por ello que, las políticas públicas, deben ir más allá de la promoción del empleo femenino y apun-
tar hacia la construcción de condiciones laborales dignas, estables y protegidas.

La precarización laboral femenina en Chile no es sólo un fenómeno económico, sino una manifes-
tación de desigualdades estructurales de género. Esta realidad evidencia la “deuda pendiente” que 
persiste en materia de Seguridad Social para las mujeres en Chile, la cual afecta de forma directa el 
acceso de las mujeres a la Seguridad Social, perpetúa la desigualdad en la vejez y vulnera derechos 
fundamentales. Superar esta situación requiere un cambio profundo en el diseño de las políticas la-
borales y de protección social. Es importante avanzar hacia un sistema que reconozca diversidad de 
trayectorias laborales, valore el trabajo de cuidado, y asegure condiciones de trabajo decente para 
todas las personas, sin distinción de género ni tipo de ocupación. Esto implica, entre otras medidas, 
reformar el sistema previsional con enfoque de género, fortalecer la fiscalización del trabajo informal 
y precario, e implementar políticas activas de empleo que promuevan la formalización, la equidad 
salarial y la conciliación de la vida laboral y familiar.

De lo expuesto podemos extraer que la precariedad laboral genera un impacto directo y negativo 
sobre el sistema de Seguridad Social no tan solo a nivel nacional sino que a nivel internacional, es-
pecialmente en un régimen contributivo68 donde el acceso a las prestaciones depende del empleo 
formal, provocando un aumento de la desigualdad y generando peores condiciones de vida y a largo 
plazo una desprotección a la vejez principalmente a la mujer la que debe soportar etapas laborales 
interrumpidas por los diversos factores entre los cuales principalmente se encuentran los generados 
por maternidad, crianza de los hijos. 

IV. Conclusiones

La normativa vigente en materia de Seguridad Social y derechos laborales aún refleja una perspectiva 
tradicional y desactualizada, que considera al hombre principalmente como trabajador y a la mujer 
como cuidadora. Esta visión sesgada se manifiesta en la persistente desigualdad salarial, en la dispa-
ridad de los permisos postnatales (seis meses para la mujer frente a solo cinco días para el hombre), 
en la exigencia de sala cuna solo para empresas con más de veinte trabajadoras y en la diferencia de 
edad de jubilación, que estigmatiza a la mujer como un riesgo para el sistema previsional.

Si bien la legislación incorpora disposiciones protectoras, su eficacia se ve limitada por la ausencia 
de un ente fiscalizador autónomo dotado de una perspectiva de género. Esta falta de supervisión 
especializada contribuye a la precarización del trabajo femenino y reduce el acceso de las mujeres a 
una protección social adecuada y a beneficios previsionales dignos. El problema no solo radica en la 
existencia de organismos fiscalizadores eficaces, sino también en la carencia de medidas concretas 

67 Como el cuidado de hijos, enfermos o personas mayores.

68 El sistema contributivo es aquel en que se vinculan las contribuciones realizadas por las personas (empleadas y empleadores) a 
lo largo de su vida activa en el mercado laboral con el acceso a las prestaciones, tanto para el titular como para sus beneficiarios.
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para la implementación y cumplimiento efectivos de la normativa vigente. 

Las soluciones actuales resultan parciales y temporales, incapaces de erradicar las brechas de género 
persistentes. La lenta evolución cultural en Chile, junto a una baja tasa de sindicalización y la limitada 
capacidad de incidencia de los sindicatos, obstaculizan que estos puedan suplir las deficiencias lega-
les mediante negociación colectiva, ya que por esa vía podría regularse algunos aspectos olvidados 
por la ley. 

Hay una necesidad urgente de incorporar un enfoque de género en el diseño y aplicación de políticas 
laborales y de seguridad social. La informalidad y la precarización no son fenómenos neutrales; re-
producen y profundizan dinámicas patriarcales que afectan la autonomía económica y el desarrollo 
profesional de las mujeres, dificultando su reinserción tras cesantías o periodos dedicados al cuidado 
del hogar. La ausencia de un ente fiscalizador robusto y con perspectiva de género dificulta el cum-
plimiento y supervisión de estas normas, perpetuando una desigualdad estructural que se refleja en 
brechas salariales, interrupciones en la carrera laboral y menor acumulación de cotizaciones previ-
sionales.

Frente a este escenario, no basta con establecer normativas en el papel, es imprescindible promover 
la creación y fortalecimiento de programas integrales que generen alianzas multisectoriales y con-
tribuyan a la producción de conocimiento enfocado en la equidad laboral de género. Estos esfuerzos 
deben incluir procesos de gestión laboral que fomenten la autonomía de las mujeres en la búsqueda 
de empleo y brinden acompañamiento especializado para su inserción y permanencia en sectores 
tradicionalmente masculinizados. El acceso a herramientas formativas y el apoyo de especialistas de 
equidad de género son fundamentales para reducir las desigualdades y construir un sistema de Segu-
ridad Social y Laboral verdaderamente digno.

En definitiva, avanzar hacia la igualdad real requiere no solo reformas normativas, sino también un 
compromiso decidido con la fiscalización efectiva, la transformación cultural y la creación de espa-
cios de apoyo que reconozcan y respondan a las particularidades y necesidades de las mujeres traba-
jadoras. Solo así se podrá avanzar hacia un Estado de bienestar que reconozca y proteja plenamente 
los derechos de todas las personas, independientemente de su género o condición laboral.
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